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La incidencia que la tec-
nología y la innovación
tienen en la competitivi-
dad y en el desarrollo
económico es algo que en
la actualidad está amplia-
mente reconocido. Como
también lo está la necesi-
dad de contar con ade-
cuados sistemas de cien-
cia, tecnología y empresa
que posibiliten un uso más
eficiente de los recursos.
Todos los gobiernos tie-
nen entre sus prioridades
fomentar y potenciar estas
actividades y posibilitar el
funcionamiento más efi-
caz del sistema. La propia
UE, preocupada por la si-
tuación relativa de Europa
en esta materia, en com-
paración con la de EEUU
y Japón, acordó en la
cumbre europea de Bar-
celona, de marzo de
2002, que los gastos en

I+D de la media comunita-
ria alcanzasen en el año
2010 el 3% del PIB. Este
objetivo implica la puesta
en marcha de políticas ac-
tivas encaminadas a habi-
litar sistemas de ciencia y
tecnología dinámicos y
flexibles que permitan eli-
minar los obstáculos que
dificultan la transforma-
ción de los avances cientí-
ficos en realidades en el
entorno productivo.

El actual sistema español
de ciencia, tecnología y
empresa se configura co-
mo tal tras la aprobación
de la denominada Ley de
la Ciencia de 1986 que,
entre sus objetivos funda-
mentales, perseguía una
mayor y mejor coordina-
ción entre los distintos
agentes del Sistema. En
este sentido, la nueva

normativa incidía en el
papel de los organismos
públicos de investigación
(OPIs), especialmente del
Consejo Superior de In-
vestigaciones Científicas,
y en las relaciones de
unos y otros con las em-
presas.

El análisis de cualquier
sistema de ciencia y tec-
nología implica el estudio
de múltiples factores que
incluyen tanto aspectos
culturales, organizativos,
educacionales, financie-
ros, políticos, fiscales,
etc., como las relaciones
que se establecen entre
los distintos agentes eco-
nómicos y sociales que lo
componen (investigado-
res, empresas, institucio-
nes, administraciones pú-
blicas, etc.). Los importan-
tes cambios que se han

registrado tanto en la eco-
nomía como en la socie-
dad en general también
han afectado a los siste-
mas de ciencia, tecnolo-
gía y empresa. En el caso
español, una de las prin-
cipales transformaciones
ha sido el aumento de
participantes en el siste-
ma, que ha pasado de
unos pocos protagonistas
con funciones muy defini-
das (empresas, universi-
dades, administración y
OPIs) a un numeroso gru-
po de agentes (centros
tecnológicos, centros pri-
vados de I+D con y sin
ánimo de lucro, parques
científicos, entre otros)
que persiguen poder satis-
facer las demandas, cada
vez más exigentes, de las
empresas para mantener
e incrementar su competi-
tividad.

El actual sistema español de ciencia, tecnología y empresa tiene su origen más inmediato
en la Ley 13/1986, de Fomento y Coordinación general de la Investigación Científica y
Técnica, comúnmente conocida como Ley de la Ciencia. Desde entonces muchas han sido
las modificaciones realizadas con el fin de lograr una mayor interrelación entre los distintos
agentes que lo configuran. Como se verá más adelante, el trabajo realizado se ha
centrado en identificar a esos agentes y analizar el peso de cada uno en el sistema.

Principales modificaciones durante los últimos años

AGENTES DEL SISTEMA ESPAÑOL 
DE CIENCIA-TECNOLOGÍA-EMPRESA
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El objetivo de esta nota
no es tanto analizar el
sistema español en su
conjunto, sino identificar
cada uno de los agentes
que lo integran y tratar
de sintetizar el papel que
tienen en el mismo, desta-
cando las principales mo-
dificaciones que se han
producido en los últimos
años, sin entrar a exami-
nar las posibles deficien-
cias o problemas que
presentan las relaciones
entre los mismos o la co-
nexión entre oferta y de-
manda tecnológica.

En sentido amplio, puede
afirmarse que el Sistema
español de ciencia, tec-
nología y empresa englo-
ba a todas aquellas insti-
tuciones y organismos de
titularidad pública o pri-
vada dedicados a la ge-
neración de conocimien-
to mediante la investiga-
ción y el desarrollo y/o
la utilización de éste en
el ámbito productivo, así
como al conjunto de re-
glas, normas, tradiciones,
etc., que en relación con
estas materias imperan en
la sociedad.

En sentido más estricto, el
Plan Nacional de Investi-
gación Científica, Des-
arrollo e Innovación Tec-
nológica (Plan Nacional
de I+D+I 2000-2003) de-
fine como agente ejecutor
a cualquier entidad espa-
ñola que legalmente pue-
da acceder a los fondos
públicos destinados a la
I+D+I y que presente pro-
puestas para la financia-
ción de sus actividades y
se responsabilice de su
ejecución. De acuerdo
con esta definición, el pro-
pio Plan afirma que los

agentes ejecutores exis-
tentes en España son muy
variados: universidades,
OPIs, centros tecnológicos,
hospitales, centros de las
administraciones públicas
con funciones de I+D, em-
presas, fundaciones, par-
ques tecnológicos, etc.

Este amplio marco resulta,
en ocasiones, excesiva-
mente complejo de anali-
zar. Por este motivo, en
gran parte de la literatura
relativa a esta materia se
intenta identificar y clasifi-
car los agentes en grandes
grupos. En general se dis-
tinguen cuatro elementos
claramente diferenciados:
empresas, administracio-
nes públicas, sistema pú-
blico de I+D e infraestruc-
turas de soporte a la inno-
vación (gráfico 1). A estos
cuatro elementos habría
que añadir un quinto, que
no es objeto de análisis en
esta nota, y que estaría
formado por lo que se de-
nomina entorno, es decir,
el conjunto de instituciones

que tienen existencia pro-
pia al margen de la inno-
vación pero cuyo desarro-
llo y regulación inciden en
el proceso innovador, tales
son los casos del sistema
educativo o del sistema fi-
nanciero, por poner algu-
nos ejemplos.

Empresas

Las empresas son uno de
los elementos fundamenta-
les, no sólo porque son las
que realmente innovan si-
no también por la impor-
tancia de sus relaciones
con el sistema público de
I+D y las infraestructuras
de soporte a la innova-
ción. Sobre este aspecto,
hay que destacar que tan-
to el sistema público de
I+D como las citadas in-
fraestructuras deben tener
en cuenta las capacidades
del tejido empresarial y sus
necesidades en materia de
innovación. Por su parte,
las empresas, además de

aportar recursos financie-
ros, deben trasladar sus
necesidades a los genera-
dores de ciencia y tecnolo-
gía para que éstos puedan
orientar sus trabajos en la
búsqueda de soluciones.
La mayor intensidad de es-
tas interrelaciones fomenta-
rá una verdadera cultura
de la innovación y posibili-
tará mayores servicios pa-
ra las empresas.

Las empresas tienen en la
innovación un recurso im-
prescindible para lograr
ser más competitivas y po-
der operar en mejores con-
diciones. Sin embargo, es
en este punto donde el sis-
tema español muestra
comparativamente más de-
ficiencias. Si bien es cierto
que la innovación está ya
integrada en la cultura em-
presarial, en muchos casos
lo está más como concep-
to que como realidad. Los
análisis realizados mues-
tran que las empresas es-
pañolas parecen innovar
reaccionando más a estí-
mulos externos (exigencias
de los clientes, presión de
los competidores, etc.),
que como consecuencia
de su propia iniciativa de
explotar nuevas oportuni-
dades tecnológicas. En
general, la innovación no
forma parte de la estrate-
gia de las empresas y
cuando hay que afrontar-
la muchas de ellas han
optado por la importa-
ción de tecnología.

Aunque la empresa espa-
ñola es cada vez más sen-
sible a la necesidad de
adaptarse al nuevo esce-
nario mundial (según la
OCDE el gasto empresa-
rial en I+D de los grandes
países europeos ha au-
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mentado en un 20% en
los últimos diez años,
mientras que en España lo
ha hecho en cerca de un
50%), los indicadores dis-
ponibles muestran que la
situación tecnológica y la
capacidad innovadora de
las empresas españolas
es inferior a la de la me-
dia de las empresas euro-
peas y ello a pesar de
que el tejido empresarial
español presenta una ter-
ciarización —similar— y
de que en los últimos años
se ha producido un au-
mento de la participación
de los sectores más inno-
vadores y dinámicos.

Según la última encuesta
del INE sobre innovación
tecnológica de las empre-
sas, referida al año
2000, sólo el 19,8% de

las empresas españolas
(29.228 empresas) son in-
novadoras y de ellas sola-
mente el 14,5% realizan
I+D de forma sistemática.
El esfuerzo en I+D de la
empresa española es, por
otra parte, notablemente
inferior al que, en media,
realiza la empresa euro-
pea. En términos de I+D,
los 3.068,99 millones de
euros (510.638 millones
de pesetas) realizados
por las empresas en
2000 (el 54% del total)
sólo suponen el 0,50%
del PIB, mientras que la
media comunitaria alcan-
za el 1,15%.

Aumentar el número de
empresas españolas que
lleven a cabo desarrollos
tecnológicos de manera
sistemática y lograr un

mayor aprovechamiento
de los resultados de la
I+D por parte de las em-
presas es uno de los obje-
tivos estratégicos del Plan
Nacional de I+D+I. El lo-
gro de este objetivo pasa
necesariamente por un
mayor incremento de la
cooperación entre todos
los agentes del sistema,
cooperación que, ade-
más, debe ser flexible y
adaptarse a los futuros re-
querimientos empresaria-
les sobre tecnologías y
servicios cada vez más
sofisticados.

Administraciones
públicas

En la actualidad, una de
las funciones más impor-

tantes que realizan las
administraciones públicas
de los países europeos
en el marco de sus res-
pectivos sistemas de cien-
cia y tecnología es la de
apoyar activamente el
proceso de innovación
tecnológica. Una de las
principales justificaciones
de este apoyo público a
la innovación es su carác-
ter de bien público y el
riesgo inherente que con-
lleva todo proceso de in-
vestigación. En este senti-
do, las administraciones
públicas deben incentivar
a las empresas a alcan-
zar el nivel óptimo de in-
versión en I+D+I, en fun-
ción de su propio benefi-
cio y de las externalida-
des que se generarán pa-
ra el resto del sistema
económico.

Administraciones
Públicas

Sistema público
de I+D

Infraestructura de soporte
a la innovaciónEmpresas

Autonómica Local EuropeaEstatal
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CDTI OEPM

Centros tecnológicos

Parques tecnológicos
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GRÁFICO 1
SISTEMA ESPAÑOL DE CIENCIA-TECNOLOGÍA-EMPRESA

FUENTE: Ministerio de Ciencia y Tecnología.
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El importante papel de
las administraciones pú-
blicas se materializa en
los siguientes puntos: esti-
mular el papel de las em-
presas en la I+D+I; pro-
porcionar el marco jurídi-
co y macroeconómico que
permita una mayor coor-
dinación de las tareas
científico-tecnológicas de
los sectores público y pri-
vado; y crear entidades
instrumentales que dina-
micen dicho marco.

En el caso español, bajo
la denominación de ad-
ministraciones públicas
como elemento del siste-
ma de ciencia y tecnolo-
gía se incluye el conjunto
de organismos públicos,
estatales, autonómicos,
locales y europeos que,
mediante la oportuna le-
gislación, persiguen la
promoción de la innova-
ción tecnológica como
una vía para la búsqueda
de un mayor bienestar so-
cial, manteniendo o me-
jorando la capacidad y
posición competitiva de
las empresas.

Desde la reestructuración
ministerial de abril de
2000, el MCYT es el ór-
gano de la Administra-
ción General del Estado
encargado de la coordi-
nación de la política cien-
tífica y tecnológica, coor-
dinación que el Plan Na-
cional de I+D+I prevé
que se extienda también
a las actuaciones de la
administración autonómi-
ca, con el fin de promo-
ver acciones conjuntas
para el desarrollo y eje-
cución de programas de
investigación, lo que, sin
duda, permitirá evitar la
duplicidad de recursos y

aminorar las divergen-
cias existentes entre las
diferentes regiones. El
MCYT, además, gestiona
el 85%, aproximadamen-
te, del presupuesto estatal
para I+D+I (Función 54).

Para reforzar esta políti-
ca de integración ha sido
necesaria una adapta-
ción del entorno institu-
cional. Así, se adscribie-
ron al nuevo Ministerio
importantes órganos de
coordinación y evalua-
ción. En este aspecto ca-
be destacar la Comisión
Interministerial de Cien-
cia y Tecnología (CICYT)
y la Agencia Nacional
de Evaluación y Prospec-
tiva (ANEP).

La CICYT, que es el órga-
no principal en materia
de política científica y
tecnológica, tiene enco-
mendada la planifica-
ción, coordinación y se-
guimiento del Plan Na-
cional de I+D+I. Para
ello, la CICYT cuenta con

el apoyo de dos órganos
consultivos: el Consejo
Asesor para la Ciencia y
la Tecnología, que está
encargado de promover
la participación de la
comunidad científica y
de los agentes económi-
cos y sociales en la ela-
boración, seguimiento y
evaluación de la política
de I+D+I, y el Consejo
General de la Ciencia y
la Tecnología, cuya mi-
sión es promover la co-
ordinación de las dife-
rentes CCAA entre sí y
entre éstas con la Admi-
nistración General del Es-
tado.

En esta nueva etapa de
funcionamiento de estos
órganos se ha tratado de
intensificar su labor con el
fin de lograr una mayor
coordinación entre los
agentes del sistema. Así,
en el marco del Consejo
Asesor se ha dado una
mayor participación al
mundo científico, en es-
pecial a las universida-

des y a las organizacio-
nes empresariales. En el
caso de la coordinación
con las CCAA, se han
formulado en 2001 pro-
tocolos de actuación pa-
ra la constitución de
acuerdos marco entre el
MCYT y las distintas co-
munidades.

Estos acuerdos suponen
una declaración de inten-
ciones en la coordinación
de actuaciones y su finali-
dad es promover el des-
arrollo de una investiga-
ción de excelencia que
contribuya al avance del
conocimiento y a elevar el
nivel tecnológico de las
empresas. El MCYT ha fir-
mado ya acuerdos marco
con la Xunta de Galicia,
la Junta de Castilla y León,
el Gobierno de Canta-
bria, la Comunidad Autó-
noma de La Rioja y la Re-
gión de Murcia.

Por lo que respecta a la
ANEP, hay que destacar
que con el paso del tiem-
po ha ido ganando en
prestigio y credibilidad,
reforzando su papel den-
tro del sistema de investi-
gación e innovación y
consiguiendo que la eva-
luación se haya converti-
do en una práctica habi-
tual para el logro de una
mayor calidad científica.
Fue creada por la Ley de
la Ciencia en 1986 como
instrumento de apoyo a
la CICYT, y desde julio de
2000 está adscrita a la
Secretaría de Estado de
Política Científica y Tec-
nológica del Ministerio
de Ciencia y Tecnología.

Entre las novedades a
destacar dentro de los
agentes de la administra-
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ción pública se encuentra
la Fundación Española pa-
ra la Ciencia y la Tecnolo-
gía (FECYT), que fue crea-
da por acuerdo de Conse-
jo de Ministros en abril de
2001, a iniciativa del
MCYT, y que opera como
una entidad sin ánimo de
lucro y con autonomía fun-
cional. Su objetivo es pres-
tar un servicio continuado
y flexible al sistema espa-
ñol de investigación cientí-
fica e innovación tecnoló-
gica, contribuyendo a su
vertebración mediante la
integración de activida-
des y la cohesión entre
instituciones y organis-
mos (administraciones pú-
blicas, científicos, indus-
triales, financieros, etc.).

Su creación contribuye a
identificar oportunidades
y necesidades en materia
de ciencia y tecnología,
elevando propuestas de
actuación a los agentes
del sistema. En este senti-
do, la FECYT pretende fa-
vorecer la generación de
conocimiento científico-tec-
nológico, facilitar la detec-
ción de su excelencia y su
empleo en la creación de
nuevos y avanzados pro-
ductos, procesos y servi-
cios, aportando solucio-
nes creativas a los requeri-
mientos de la sociedad en
áreas como la educación,
la salud, el medio ambien-
te y otros campos de la
ciencia y la tecnología
que contribuyan al des-
arrollo y al bienestar.

La finalidad de la FECYT
es fomentar la investiga-
ción científica de excelen-
cia, así como el desarrollo
tecnológico necesario pa-
ra incrementar la competi-
tividad de la industria es-

pañola y la mejora de la
calidad de vida de los ciu-
dadanos. Además, preten-
de convertirse en platafor-
ma de encuentro, análisis
y debate interdisciplinar e
intersectorial, en la que
participen y se integren re-
presentantes cualificados
de las comunidades cientí-
fica, tecnológica y empre-
sarial del país, dedicando
especial atención al mun-
do asociativo. Otro de sus
objetivos es impulsar la
presencia internacional
de la investigación espa-
ñola, que debe tener ca-

da vez más relevancia en
la perspectiva de un es-
pacio europeo de la cien-
cia y una mayor proyec-
ción exterior, especial-
mente en Iberoamérica.

El marco organizativo es-
tatal en el que se agru-
pan los principales órga-
nos encargados de impul-
sar las actividades de
I+D+I se recoge en el
gráfico 2.

En el ámbito autonómico,
las CCAA también han
impulsado normas desti-

nadas al fomento y coor-
dinación de la investiga-
ción científica y técnica,
que en unos casos han te-
nido rango de ley y en
otros, carácter reglamen-
tario. Las CCAA que han
abordado la cuestión me-
diante normas con rango
de ley emanadas de sus
respectivos parlamentos
son Galicia, Baleares,
Valencia, La Rioja, Ma-
drid, Castilla y León y Ca-
narias. No obstante, to-
das las CCAA han apro-
bado ya algún tipo de
norma en esta materia,
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GRÁFICO 2
MARCO ORGANIZATIVO ESTATAL PARA LA I+D+I

FUENTE: Ministerio de Ciencia y Tecnología.
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tanto de contenido mate-
rial como de naturaleza or-
ganizativa, y todas cuen-
tan con planes específicos
de investigación y/o con
organismos dedicados a
potenciar la investigación
(Instituto Tecnológico de
Aragón, Consejo Asesor
de Investigación y Des-
arrollo Tecnológico de Ga-
licia, Red Vasca de Tecno-
logía, entre otros).

Sistema público
de I+D

Las administraciones pú-
blicas, además de propor-
cionar un adecuado mar-
co para la I+D+I, también
intervienen en el sistema
realizando directamente
actividades de I+D. Esta
actividad se lleva a cabo
a través de una serie de
organismos que desarro-
llan o contribuyen a des-
arrollar actividades rela-
cionadas con la investiga-
ción y el desarrollo.

El sistema público espa-
ñol de I+D está constitui-
do por todas las institu-
ciones y organismos de ti-
tularidad pública dedica-
dos a la generación de
conocimiento mediante la
investigación y el des-
arrollo. Esta definición
engloba principalmente a
las universidades y a los
organismos públicos de
investigación (OPIS). Asi-
mismo, se incluyen las
instituciones privadas sin
fines de lucro que acce-
den a subvenciones públi-
cas en igualdad de con-
diciones con los anterio-
res organismos, aunque
con un papel mucho me-
nos significativo. Estas

instituciones realizan en
general investigación con
fines sociales, sin ánimo
de lucro, a través de be-
cas y otros instrumentos
de financiación a investi-
gadores y no deben con-
fundirse con los centros
tecnológicos, instituciones
de interfaz proveedoras
de soluciones y servicios
tecnológicos que forman
parte de las infraestructu-
ras de soporte a la inno-
vación. El diseño de este
sistema tiene sus antece-
dentes más inmediatos en
la Ley de Reforma Univer-
sitaria de 1983 y en la
Ley de la Ciencia de
1986.

Las universidades espa-
ñolas desarrollan una im-
portante labor como en-
tes generadores de cono-
cimientos en el actual sis-
tema de ciencia y tecno-
logía y su interrelación
con las empresas es un
elemento clave del pro-
greso tecnológico y so-
cial. La universidad y la

empresa son agentes
complementarios del sis-
tema de ciencia y tecno-
logía, por lo que es esen-
cial que exista entre ellos
una fuerte interconexión.

En la actualidad, la acti-
vidad investigadora que
desarrollan las universi-
dades se sitúa muy por
encima de la llevada a
cabo por los OPIs y el
sector privado. De hecho,
son el agente del sistema
que más ha contribuido
al crecimiento que se ha
registrado desde media-
dos de los ochenta. El pe-
so de las universidades
en el conjunto del sistema
es considerable: ejecutan
alrededor del 30% del
gasto total en I+D y en
ellas trabajan el 55% de
los investigadores y el
41% del personal dedica-
do a actividades de I+D
del total español.

No obstante, todavía si-
gue existiendo cierta des-
conexión de la universi-

dad con las necesidades
sociales y el entorno pro-
ductivo. En este aspecto,
la administración pública
es un agente esencial que
debe fomentar decidida-
mente esa transferencia
de tecnología. Las medi-
das que se han ido adop-
tando en este sentido han
posibilitado que las univer-
sidades hayan registrado
mejoras considerables en
la gestión de la investiga-
ción, en la internacionali-
zación de sus actividades
y en la diversificación de
sus fuentes de financiación
mediante la subcontrata-
ción de proyectos de in-
vestigación con el sector
empresarial. Éste es el ca-
so de las denominadas
spin-off universitarias o
empresas de base tecnoló-
gica, que son empresas
que pueden ser promovi-
das por la propia institu-
ción o por el personal in-
vestigador y que tienen
por finalidad la difusión
de conocimiento.

Los OPIs son instituciones
públicas generadoras de
ciencia y tecnología que, a
diferencia de las universi-
dades, no desempeñan ac-
tividades de enseñanza su-
perior reglada. Los OPIs,
al igual que las universi-
dades, también han expe-
rimentado cambios signifi-
cativos desde su creación,
y desde la Ley de la Cien-
cia se les atribuye un pa-
pel fundamental como ins-
trumento directo para la
implantación de las políti-
cas públicas de ciencia y
tecnología.

Las funciones que tienen
atribuidas estos organis-
mos son las siguientes: a)
gestionar y ejecutar los
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programas nacionales y
sectoriales que les sean
asignados en el Plan Na-
cional; b) contribuir a la
definición de los objeti-
vos del Plan Nacional y
colaborar en las tareas
de evaluación y segui-
miento de los mismos, y
c) asesorar en materia de
investigación científica e
innovación tecnológica a
los organismos depen-
dientes de la Administra-
ción del Estado o de las
CCAA que lo soliciten.

Al hacer referencia a los
OPIs, es necesario dife-
renciar entre los de ámbi-
to sectorial, especializa-
dos en cierto tipo de tec-
nologías o sectores de
aplicación, y los de ca-
rácter multidisciplinar, cu-
ya actividad abarca un
amplio espectro de cam-
pos. El máximo exponen-
te de estos últimos es el
Consejo Superior de In-
vestigaciones Científicas,
que integra alrededor del
50% de los efectivos (eco-
nómicos y humanos) del
conjunto de OPIs. Respec-
to a los OPIs sectoriales,
los más significativos de-
penden de los diferentes
departamentos ministeria-
les, aunque también exis-
ten organismos dependien-
tes de las administraciones
autonómicas, como son
los casos del Laboratorio
General de Ensayos e In-
vestigación (LGAI) catalán
o del Instituto Valenciano
de Investigaciones Agra-
rias (IVIA).

La Ley de la Ciencia fue la
primera norma que definió
un marco común de actua-
ción para todos estos orga-
nismos. Los OPIS referidos
en la Ley de la Ciencia

son: el Consejo Superior
de Investigaciones Científi-
cas (CSIC), el Centro de In-
vestigaciones Energéticas,
Medioambientales y Tec-
nológicas (CIEMAT), el Ins-
tituto Geológico y Minero
de España (IGME), el Ins-
tituto Nacional de Técni-
ca Aeroespacial (INTA), el
Instituto Español de Ocea-
nografía (IEO), el Instituto
Nacional de Investigación
y Tecnología Agraria y
Alimentaria (INIA) y el
Instituto de Astrofísica de
Canarias. Posteriormente
se añadió el Instituto de
Salud Carlos III (ISCIII).

A estos ocho organismos
hay que añadir otros cua-
tro que, aunque no pue-
den considerarse OPIs en
sentido estricto, disponen
de créditos en la Función
54 (Investigación científi-
ca, técnica y aplicada)
de los Presupuestos Ge-
nerales del Estado. Estos
organismos son: el Canal
de Experiencias Hidrodi-
námicas de El Pardo

(CEHIPAR), el Centro de
Estudios y Experimenta-
ción de Obras Públicas
(CEDEX), el Centro de In-
vestigaciones Sociológi-
cas (CIS) y el Centro de
Estudios Políticos y Cons-
titucionales (CEPCO).

La creación del MCYT, que
ha reforzado el principio
de coordinación que esta-
bleció la Ley de la Ciencia
para los OPIs, ha supuesto
también la readscripción
ministerial de algunos de
ellos. De acuerdo con el
RD 696/2000, de 12 de
mayo, que desarrolla la es-
tructura orgánica básica
del MCYT, han quedado
vinculados al nuevo Minis-
terio los siguientes organis-
mos: el CSIC, el CIEMAT,
el IGME, el IEO y el INIA.

Infraestructuras
de soporte a la
innovación

Bajo esta denominación
se aglutina una gran he-

terogeneidad de entida-
des cuya relevancia en la
esfera científica y tecnoló-
gica ha sido, tradicional-
mente, muy residual, da-
do su pequeño tamaño,
en relación con el resto.
Sin embargo, la impor-
tancia de estas entidades
es cada vez mayor, sobre
todo cuando las empre-
sas no son de grandes di-
mensiones y están con-
centradas en sectores tra-
dicionales, como es el ca-
so español. Por ello, el fo-
mento de estas infraes-
tructuras es un instrumen-
to cada vez más impor-
tante en las políticas de
I+D+I.

Los diferentes tipos de en-
tidades que se incluyen en
este grupo son: los centros
tecnológicos, los parques
tecnológicos, los centros
europeos de empresas e
innovación, las fundacio-
nes universidad-empresa,
los organismos y agen-
cias de fomento de la in-
novación, los laboratorios
de ensayo y medida, las
oficinas de transferencia
de resultados de la investi-
gación (OTT/OTRI) y los
centros de innovación y
tecnología.

Las características comu-
nes a todos ellos son las
siguientes:

✓ La titularidad de los
mismos puede ser mayo-
ritariamente privada o
pública, dándose ambas
posibilidades.

✓ Pueden presentar diver-
sas formas jurídicas: sin
ánimo de lucro (asocia-
ciones o fundaciones) o
con él (sociedades mer-
cantiles).
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✓ Actúan como provee-
dores, facilitadores o in-
termediarios. En este últi-
mo caso, apoyando la
transferencia de los resul-
tados de los proveedores
del sistema público de
I+D+I hacia las empresas
destinatarias. Por ello, a
estas infraestructuras tam-
bién se las designa como
organismos intermedios o
estructuras de interfaz.

✓ En general, están apo-
yados y fomentados por
las administraciones auto-
nómicas, por lo que, a ve-
ces, se les identifica con
el calificativo de regio-
nales.

✓ Su principal clientela
son las PYMEs, destinata-
rias de servicios de inno-
vación, que, de esta for-
ma, consiguen comple-
mentar su escasa capaci-
dad tecnológica propia.

Las características especí-
ficas de cada una de es-
tas entidades se recogen
a continuación:

Centros tecnológicos.
Tienen personalidad jurí-
dica mayoritariamente
privada, sin ánimo de lu-
cro, y la mayor parte de
sus asociados son empre-
sas. Su función principal
es la de ser proveedores
de servicios de innova-
ción y a menudo depen-
den de la comunidad au-
tónoma en la que están
radicados. Constituyen un
enlace ágil y eficaz de
apoyo a la I+D+I dirigido
específicamente al sector
productivo, en particular
a las PYMEs. Existen algo
más de cien centros de
este tipo, agrupados en
la Federación Española

de Entidades de Innova-
ción y Tecnología (FEDIT).
La actividad de los cen-
tros tecnológicos comien-
za con las investigacio-
nes que permitirán detec-
tar las necesidades del
entorno industrial. Identi-
ficadas estas necesida-
des, los centros tecnológi-
cos las transforman en
programas y proyectos.
Ejecutados los proyectos,
la fase final es transferir
los resultados a las em-
presas. El balance de la
actividad de estos centros
en la última década se ha
concretado en la ejecu-
ción de 5.600 proyectos,
400.000 servicios o in-
formes y 5.000 cursos.
Han creado alrededor de
2.000 puestos de traba-
jo, mantienen de forma
continuada 500 becarios
en formación, han trans-
ferido 1.600 técnicos a
las empresas y han obte-
nido unos 60,1 millones
de euros (10.000 millo-
nes de pesetas) de retor-
nos de la UE.

Todo ello ha contribuido
a que los centros tecnoló-
gicos hayan obtenido un
pleno reconocimiento en
las políticas públicas de
I+D+I, existiendo en la
actualidad, dentro del
Plan Nacional de I+D+I,
convocatorias de ayudas
específicamente destina-
das a ellos.

Parques tecnológicos.
Estas entidades comenza-
ron a aparecer en Espa-
ña al comienzo de los
años ochenta y su finali-
dad principal era promo-
ver el crecimiento indus-
trial, atrayendo a empre-
sas de alta tecnología ha-
cia zonas o regiones con
condiciones privilegia-
das. El objetivo final es
servir de polo de desarro-
llo industrial para que
surjan PYMES tecnológi-
camente innovadoras.

Una variante son los par-
ques científicos, que son
la unión de grupos e in-
vestigadores y empresas

que se instalan en estos
parques atraídos por la
capacidad tecnológica de
una universidad próxima.
La Asociación Internacio-
nal de Parques Científicos
y Tecnológicos (IASP) defi-
ne los parques científicos
como organizaciones ges-
tionadas por profesiona-
les especializados, cuyo
objetivo fundamental es
incrementar la riqueza de
su comunidad promovien-
do la cultura de la innova-
ción y la competitividad
de las empresas e institu-
ciones generadoras de sa-
ber instaladas en el par-
que o asociadas a él.

Tanto unos como otros bus-
can convertirse en foros de
presentación o representa-
ción de políticas industria-
les y tecnológicas, efec-
tuando una transferencia
de cultura tecnológica a
las empresas mediante la
demostración. En los últi-
mos años se ha incremen-
tado notoriamente el nú-
mero de empresas e insti-
tuciones ubicadas en los
parques científicos y tec-
nológicos. A finales del
año 2002 se contabiliza-
ron unas 1.266 empresas
e instituciones.

En la actualidad hay 17
de estos complejos que,
aunque tiene personalidad
jurídica privada, son de ti-
tularidad pública. Todos
ellos, excepto el existente
en Paterna (Valencia), es-
tán agrupados en Asocia-
ción de Parques Tecnológi-
cos de España (APTE), cre-
ada en 1998.

Centros europeos de
empresas de innova-
ción (CEEI). Los CEEI sur-
gen en 1984 a iniciativa
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de la Comisión de las Co-
munidades Europeas, con
el objetivo de dinamizar
los recursos locales para
estimular y propiciar la
creación de desarrollo de
empresas innovadoras de
nueva creación o diversifi-
cación de las existentes.
Actualmente hay 21 CEEI
en España, reunidos en la
Asociación nacional de
CEEI españoles (ANCES).
Su naturaleza es privada,
con titularidad mayorita-
riamente pública y partici-
pación de asociaciones
empresariales, grandes
empresas, cámaras de co-
mercio, etc.

Fundaciones universi-
dad-empresa (FUE).
Estas entidades, que han
sido creadas por las uni-
versidades y las cámaras
de comercio, se dedican
fundamentalmente a la
transferencia de tecnología
y tienen titularidad mayo-
ritariamente pública.

Las actividades principa-
les de estas fundaciones
son la gestión y adminis-
tración de proyectos, la
organización de activida-
des de formación, la pro-
moción de prácticas en
empresas y la difusión de
publicaciones técnicas.

La primera organización
de este tipo data de 1973
y fue promovida por la
Cámara de comercio de
Madrid. Actualmente exis-
ten 21 fundaciones univer-
sidad-empresa, agrupadas
en la Asociación Red Es-
pañola de Fundaciones
Universidad-Empresa.

Organismos y agen-
cias regionales de fo-
mento de la innova-

ción. Bajo esta denomi-
nación se incluyen una
serie de organizaciones
independientes de titulari-
dad mayoritariamente pú-
blica, a las que recurren
las administraciones para
la ejecución de acciones
facilitadoras del proceso
innovador.

Ejemplos de estas entida-
des en el ámbito estatal
son el Centro para el De-
sarrollo Tecnológico In-
dustrial (CDTI) y la Ofici-
na Española de Patentes
y Marcas (OMPI). En el
ámbito autonómico, la
SPRI vasca, el IMADE ma-
drileño, el CIDEM cata-
lán, el IMPIVA valencia-
no, el IFA andaluz, la
ADE de Castilla y León,
el IGAPE gallego, el IFR
asturiano y el INFO mur-
ciano.

El CDTI, que es una enti-
dad pública estatal de-
pendiente del Ministerio
de Ciencia y Tecnología,
juega un papel funda-

mental como entidad
puente entre los distintos
agentes que conforman
el sistema español de
I+D+I, gracias a su capa-
cidad para conectarlos.
Su papel fundamental es
contribuir a mejorar el ni-
vel tecnológico de las em-
presas españolas me-
diante la financiación de
proyectos de I+D, la ges-
tión y promoción de su
participación en progra-
mas internacionales de
cooperación tecnológica
y el apoyo a la transfe-
rencia de tecnología en
el ámbito empresarial.

En la categoría de infra-
estructuras de soporte a
la innovación se suele in-
cluir también a la Entidad
Nacional de Acreditación
(ENAC), que es la que co-
ordina y dirige en el ám-
bito nacional el Sistema
de Acreditación de con-
formidad con las normas
internacionales, evaluan-
do y acreditando a aque-
llas organizaciones que

desean proveer servicios
de innovación con dife-
rentes calificaciones: la-
boratorios de ensayo, la-
boratorios de calibración,
entidades de inspección,
entidades de certificación
de producto, sistemas de
la calidad, sistemas de
gestión medioambiental y
verificadores medioam-
bientales.

Oficinas de transfe-
rencia de resultados
de la investigaciones
(OTRI). Una OTRI es un
departamento de cual-
quier organización, pú-
blica o privada, sin áni-
mo de lucro, bien provee-
dora o bien intermedia-
ria, dedicada específica-
mente a transferir los re-
sultados de la investiga-
ción, es decir, a interme-
diar en la transferencia
de servicios de innova-
ción.

Las OTRI fueron creadas
en 1988, a iniciativa de
la CICYT, con el fin de
dotar a las universidades
y a los OPIs de unidades
de comercialización de
la tecnología que resulta
de sus trabajos de investi-
gación. Posteriormente se
permitió que unidades de
este tipo se crearan en
las fundaciones universi-
dad-empresa, en las aso-
ciaciones empresariales y
en los centros tecnológi-
cos.

Estas oficinas tienen co-
mo función básica dar a
conocer a las empresas e
instituciones públicas los
beneficios económicos que
pueden derivarse de sus
relaciones con los centros
de investigación. Al mis-
mo tiempo, son el instru-
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mento que informa a los
investigadores de las ne-
cesidades que se detec-
tan en las empresas y en
las instituciones públicas.
Las OTRI son, en definiti-
va, el nexo de unión en-
tre la oferta y la deman-
da tecnológica.

Más específicamente, la
misión de las OTRI es
identificar los resultados
capaces de ser transferi-
dos a la empresa, di-

fundir la oferta tecnológi-
ca de sus creadores y
ayudar en la negociación
de contratos y en la pro-
tección de la tecnología
generada.

Centros de innovación
y tecnología (CIT). Es-
tos centros fueron defini-
dos en el RD 2609/
1996 como entidades con
personalidad jurídica pro-
pia sin fines de lucro, que
desarrollan actividades de

investigación y desarrollo
con medios adecuados y
que sean proveedoras de
servicios de innovación.

La función de los CIT es
la de prestar apoyo a
las empresas mediante
la realización de proyec-
tos de asesoría y consul-
toría tecnológicas, en los
que el centro tecnológi-
co y los responsables de
la compañía analizan la
situación tecnológica del

negocio y establecen las
posibles medidas para
mejorarla. A partir de
aquí pueden surgir con-
tratos de mantenimiento
y asistencia técnica en-
tre la empresa y el cen-
tro o acuerdos de cola-
boración para el des-
arrollo de proyectos de
I+D.

■ Mª Ángeles
Guerediaga Alonso




